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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 0323/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


San Luis Potosí, S.L.P., a seis de noviembre de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0323/2018-3, promovido por ********** contra actos de la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. y el Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.; y,
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante acuerdo de dieciséis de abril de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito signado por ********** apoderado legal de la persona moral denominada ********** mediante el cual demandó a la L.A. ********** en su carácter de Directora de la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., o en su defecto quien ejerza dicho cargo, y al L.A. ********** en su carácter de Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., o en su defecto quien ejerza dicho cargo, por la nulidad del siguiente acto: “El oficio número ********** de fecha 16 de marzo de 2018 suscrito por el L.A. ********** en su carácter de Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en ausencia de la L.A. ********** Directora de Comercio, y mediante el cual se da respuesta a la solicitud de mi representado de fecha 08 de marzo de 2018 recibida por la Dirección de Comercio en fecha 13 de marzo de la misma anualidad solicitando información sobre la solicitud de la renovación o refrendo para la licencia de Funcionamiento número ********** de fecha 17 de enero de 2018…”; manifestando que tuvo conocimiento de tal acto el día 16 de marzo de dos mil dieciocho; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de dieciocho de mayo de dos mil dieciocho, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, de lo cual se dio vista a la parte actora, para los efectos legales consiguientes; en el propio auto, se tuvieron por ofrecidas las pruebas de las partes; por auto de fecha trece de junio de dos mil dieciocho se ordenó regularizar el procedimiento para el solo efecto de que la parte actora ampliara su escrito inicial de demanda. Por acuerdo de veinticinco de junio de dos mil dieciocho, se tuvo a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda en contra del C. ********** en su carácter de Tesorero del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, o en su defecto quien ejerza dicho cargo, y se ordenó correr traslado a la citada autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera; mediante proveído de quince de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo al Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí por contestando la demanda instaurada en su contra, de lo cual se dio vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; en el propio auto se fijó fecha y hora para la audiencia final; la cual se verificó el veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, sin asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de las partes; en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La personalidad del C. ********** como apoderado legal de la persona moral denominada ********** quedó justificada con la copia certificada del testimonio notarial ********** tomo ********** protocolizado ante la fe del Notario Púbico número 91, con ejercicio en la Ciudad de León, Guanajuato, documento que acompañó al escrito inicial de demanda; quien además en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió el oficio número ********** de fechas 16 de marzo de 2018, emitido por el L.A ********** Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en ausencia de la L.A. ********** Directora de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que constituye el acto impugnado en este juicio de nulidad; documentos visibles en fojas 11 a 18, 32 y 33 de este sumario. 
La personalidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada en términos de lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues exhibieron copia certificada de sus respectivos nombramientos, como Encargado del Despacho de la Dirección General de Comercio; Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio; y, Tesorero Municipal, todos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que obran en fojas 54, 81 y 145 del expediente en que se actúa.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, es determinar la legalidad o ilegalidad del oficio número ********** de fecha 16 de marzo de 2018 suscrito por el Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en ausencia de la Directora de Comercio, mediante el cual da respuesta a la solicitud de la empresa actora de fecha 08 de marzo de 2018 recibida por la Dirección de Comercio en fecha 13 de marzo de la misma anualidad, en la que pidió información sobre la solicitud de la renovación o refrendo para la licencia de Funcionamiento a nombre de **********
Documento que fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que obra en fojas 32 y 33 del sumario, valorado anteriormente.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento de manera oficiosa, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la demandada Dirección de Comercio, al producir su contestación que obra en fojas 48 a 58 de este sumario, hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracciones II y XI, y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el numeral 239 fracción I del mismo ordenamiento legal y la excepción de sine actione agis que opuso, aduciendo que el acto impugnado no fue emitido por el titular de la Dirección General de Comercio, sino por una autoridad distinta, que por ello el acto que se impugna es totalmente inexistente y no existe afectación a los intereses jurídicos de la demandante.
Sin que le asista la razón a esta demandada, en virtud de que del acto impugnado visible en fojas 32 y 33 del sumario, se advierte que fue emitido por la Dirección de Comercio, y si bien es cierto, se encuentra signado por el Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, también lo es que dicho servidor público, firmó en ausencia de la entonces Titular de la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en respuesta a una solicitud que fue dirigida a la citada Dirección, y al haber sido emitido por un órgano dependiente de la misma en el desempeño de sus funciones, el acto en cuestión sí es atribuible a la Dirección General de Comercio demandada; en consecuencia, no se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento que hace valer esta demanda.
La diversa autoridad demandada, Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios de la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, hizo vales las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracciones II y XI, y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el numeral 239 fracción I del mismo ordenamiento legal y la excepción de sine actione agis que opuso, señalando que el oficio impugnado se encuentra apegado a la legalidad, cumpliendo con los requisitos de fundamentación y motivación, por lo que no afecta los derechos fundamentales de la parte actora, quien carece de interés jurídico para interponer el presente procedimiento administrativo. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales de improcedencia y sobreseimiento deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Respecto al interés jurídico de la parte actora, se encuentra acreditado en este juicio de nulidad, pues al estar dirigido el acto impugnado a su persona, le puede generar una posible afectación a su interés jurídico, dado que es titular de un derecho subjetivo que al pretender ser vulnerado por la actuación de la demandada, al emitir el acto que se recurre, faculta al promovente para acudir ante este Tribunal a ejercer su derecho, demandando en el carácter que ostenta; entendiéndose como interés jurídico aquél que tienen las partes con relación a los derechos o a las cosas materia del juicio en el que intervienen.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Por su parte, la demandada Tesorería Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, invocó las las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción XI, y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando no fue esa autoridad quien determinó el costo de la prestación del servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento de que se duele la parte actora, sino la diversa autoridad demandada Dirección General de Comercio Municipal; en ese sentido, se advierte que el Tesorero Municipal no emitió el acto impugnado en este procedimiento y tampoco tuvo intervención en la determinación del costo del servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento contenido en el formato único número ********** ya que de la lectura de los mismos se desprende que no tuvo participación en dichos actos, por lo que, con fundamento en lo establecido en el artículo 229 fracción V del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado, esta Sala decreta el SOBRESEIMIENTO del presente asunto, solamente en cuanto a la citada autoridad se refiere; sin perjuicio de que en su oportunidad procesal, en caso de decretarse la ilegalidad del acto impugnado, deba participar como autoridad vinculada al cumplimiento y ejecución de sentencia.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación contenidos en el escrito inicial de demanda y en la ampliación de la misma, que se advierten en fojas 5 a 9 y 96 a 101 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SEXTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atendiendo al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, por tanto se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la actora en los escritos de demanda y de ampliación a la misma, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO  POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías..- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

Precisado lo anterior, se procede al estudio de los conceptos de impugnación Primero y segundo, que hace valer la parte actora, los que se analizan de manera conjunta, al estar vinculados entre sí, en la parte que impugna la violación a las garantías de legalidad, seguridad jurídica, equidad y proporcionalidad; señalando en forma medular lo siguiente:

“PRIMERO.-...”
“El acto impugnado viola lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Carta Magna, toda vez que omite fundar y motivar debidamente el cobro de los derechos que se pretende aplicar y que resultan excesivos y desproporcionales,..”

“...omite razonar detalladamente los criterios que le llevaron a decretar el cobro excesivo y desproporcional de derechos.”

... “...la autoridad demandada no cita ni describe en ningún momento al referirse a dicho precepto legal en su oficio que impugna para fundamentar y motivar su actuación, ni refiere argumento alguno para sustentar que tipo de clasificación exigida por dicho precepto asiste al giro comercial de mi representada, ni tampoco por qué le corresponde un pago superior al de la clasificación de bajo impacto, ni mucho menos el gasto que implique al Ayuntamiento la prestación del servicio referido.”
“SEGUNDO.-...”

... “La falta de fundamentación y motivación... hace imposible conocer el porqué del incremento en el cobro de derechos... es totalmente inequitativo y desproporcional el incremento que se pretende, violándose lo dispuesto por los artículos 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 19 fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.”

“...dicho cobro se trata del pago de un derecho por la prestación de un servicio del trámite de refrendo de la licencia de funcionamiento, respecto del cual el artículo 32 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P. para el ejercicio fiscal 2018, establece una cuota fija de $315.00 pesos, o bien el cobro en base al gasto que implique al Ayuntamiento la prestación de dicho servicio.”
“...mi representada desconoce desde años anteriores el porque se le ubica en un supuesto de clasificación superior para el pago dela cuota referida,... no existe razón alguna para que de un año a otro, la autoridad demandada haya gastado más para prestar a mi representada el servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento,... por tanto no existe justificación alguna del porque se tase de forma totalmente desproporcional el cobro de dichos derechos.”

... “...los derechos que se pretenden cobrar a mi representada... son excesivos y desproporcionales, situación que resulta completamente ilegal y violatoria de las garantías de equidad y proporcionalidad antes aducidas.”

Del estudio de los conceptos de impugnación citados, esta Sala determina que resultan fundados y suficientes para decretar la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo con lo siguiente:
En el oficio impugnado que obra en fojas 32 y 33 este sumario, y que adquiere pleno valor probatorio para acreditar lo en él inserto, conforme lo dispuesto en los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se advierte que no cumple con los elementos del acto administrativo de que se trata, siendo en el caso que se analiza, que el oficio se encuentre debidamente fundado y motivado, ya que al tratarse del pago de un derecho por la prestación de un servicio, la autoridad debe señalar en forma clara y precisa, las causas, razones y circunstancias que la lleven a determinar la cantidad a pagar por el servicio que presta, así como la disposiciones legales que lo faculten para determinar la cantidad a cubrir y las que determinen la cuota que sea aplicable al caso concreto, circunstancias que no se hacen constar en el acto impugnado en cuestión.

Lo anterior es así, pues si bien es cierto se hace referencia al artículo 32 segundo párrafo de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, para el Ejercicio Fiscal 2018, y se menciona una serie de actos que señala como actividades y tareas que se suscitan y derivan de la solicitud y consecuentemente la expedición de la Licencia de Funcionamiento de la moral ********** también lo es, que esto es insuficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto, en razón de que, por una parte el artículo 32 que cita establece dos supuestos para el cobro del servicio de refrendos, sin que en el acto impugnado se funde y motive porqué aplica a la empresa actora el contenido en el segundo párrafo del citado numeral; y por otra parte, hace mención en forma general a una serie de “actividades y tareas” que dice se suscitan y derivan de la solicitud y consecuentemente la expedición de la Licencia de Funcionamiento, pero no justifica de manera fundada y motivada porqué se requiere realizar cada uno de esos actos, y tampoco refiere qué cuota está establecida como pago para ellos, máxime que el servicio que se le solicitó fue el refrendo de la licencia previamente expedida por la citada autoridad, en consecuencia si existen actos que impliquen un gasto al Ayuntamiento para la prestación del mismo, deben quedar plenamente determinados y justificados, sin que la autoridad pueda a su arbitrio designar un valor a los mismos. 
Para una mejor comprensión se transcribe el artículo 32 a que se hace referencia, mismo que literalmente dice:
ARTICULO 32. El cobro de refrendos por licencias de funcionamiento para comercios sin venta de bebidas alcohólicas y bajo impacto significativo de acuerdo a las clasificaciones que les sea otorgada por la Dirección correspondiente será de $315.00
En lo referente a los comercios con una clasificación superior a la señalada en el párrafo anterior se cobrara en función del gasto que implique al Ayuntamiento la prestación por el servicio de refrendo.
De lo que es claro, que el numeral transcrito establece dos supuestos para el cobro de refrendos de licencias de funcionamiento como la que nos ocupa; siendo el primero, para comercios de bajo impacto significativo, y el segundo, para una clasificación superior; por tanto, si en el caso específico la autoridad consideró que el referendo solicitado por la empresa actora se encuentra clasificado como superior al de bajo impacto significativo, primero debió señalar de manera fundada y motivada las causas que tomó en consideración para ello, precisando la normatividad en que se contenga dicha clasificación, y posteriormente, justificar el costo que para el Ayuntamiento tenga la prestación del servicio de refrendo, precisando las cuotas que estén establecidas para cada uno de los actos que impliquen ese costo, las que deben ser fijas e iguales para todos los que reciban servicios análogos, es decir, el referendo de una licencia de funcionamiento; lo que no aconteció en el presente caso, dejando en estado de indefensión a la empresa actora, al desconocer el origen del cobro que se le pretende hacer.

Ello es así, pues el hecho de que en el segundo párrafo del artículo en comento se establezca que el cobro será en función del gasto que implique al Ayuntamiento la prestación del servicio, no faculta a la autoridad para que pueda hacerlo a su arbitrio y sin justificación alguna, pues el cobro de este tipo de derechos debe ser proporcional y equitativo al servicio prestado, debiendo brindar elementos sólidos que permitan determinar el parámetro de medición seleccionado para cuantificar el costo del servicio prestado y, por ende, posibilitar la correlación con el monto de la cuota a pagar. Pues como se ha venido señalado, para su determinación debe tenerse en cuenta el costo que para el Ayuntamiento tenga la ejecución del servicio y que las cuotas de referencia sean fijas e iguales para todos los que reciban servicios análogos, por lo que la demandada debió precisar en el oficio impugnado, en forma clara los actos que impliquen ese costo, los que deben ser acordes con el servicio prestado y que efectivamente se hayan realizado, así como las cuotas establecidas para cada uno de ellos, la que debe ser razonable y congruente con el tipo de servicio que le fue solicitado; pues solo así se puede tener como debidamente fundado y motivado el acto, en cumplimento a las garantías de legalidad, seguridad jurídica, equidad y proporcionalidad. 

Siendo aplicable la siguientes Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte. 

Época: Novena Época, Registro: 196934, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Enero de 1998, Materia(s): Administrativa, Constitucional, Tesis: P./J. 2/98, Página: 41, que a la letra dice:
“DERECHOS POR SERVICIOS. SU PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD SE RIGEN POR UN SISTEMA DISTINTO DEL DE LOS IMPUESTOS. Las garantías de proporcionalidad y equidad de las cargas tributarias establecidas en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el legislador trata de satisfacer en materia de derechos a través de una cuota o tarifa aplicable a una base, cuyos parámetros contienen elementos que reflejan la capacidad contributiva del gobernado, se traduce en un sistema que únicamente es aplicable a los impuestos, pero que en manera alguna puede invocarse o aplicarse cuando se trate de la constitucionalidad de derechos por servicios, cuya naturaleza es distinta de la de los impuestos y, por tanto, reclama un concepto adecuado de esa proporcionalidad y equidad. De acuerdo con la doctrina jurídico-fiscal y la legislación tributaria, por derechos han de entenderse: "las contraprestaciones que se paguen a la hacienda pública del Estado, como precio de servicios de carácter administrativo prestados por los poderes del mismo y sus dependencias a personas determinadas que los soliciten", de tal manera que para la determinación de las cuotas correspondientes por concepto de derechos ha de tenerse en cuenta el costo que para el Estado tenga la ejecución del servicio y que las cuotas de referencia sean fijas e iguales para todos los que reciban servicios...”
Época: Novena Época, Registro: 196933, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Enero de 1998, Materia(s): Administrativa, Constitucional, Tesis: P./J. 3/98, Página: 54, que dice:
“DERECHOS POR SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA. No obstante que la legislación fiscal federal, vigente en la actualidad, define a los derechos por servicios como las contribuciones establecidas en la ley por los servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, modificando lo consignado en el Código Fiscal de la Federación de 30 de diciembre de 1966, el cual en su artículo 3o. los definía como "las contraprestaciones establecidas por el poder público, conforme a la ley, en pago de un servicio", lo que implicó la supresión del vocablo "contraprestación"; debe concluirse que subsiste la correlación entre el costo del servicio público prestado y el monto de la cuota, ya que entre ellos continúa existiendo una íntima relación, al grado que resultan interdependientes, pues dicha contribución encuentra su hecho generador en la prestación del servicio. Por lo anterior, siendo tales características las que distinguen a este tributo de las demás contribuciones, para que cumpla con los principios de equidad y proporcionalidad que establece la fracción IV del artículo 31 constitucional, debe existir un razonable equilibrio entre la cuota y la prestación del servicio, debiendo otorgarse el mismo trato fiscal a los que reciben igual servicio, lo que lleva a reiterar, en lo esencial, los criterios que este Alto Tribunal ya había establecido conforme a la legislación fiscal anterior, en el sentido de que el establecimiento de normas que determinen el monto del tributo atendiendo al capital del contribuyente o a cualquier otro elemento que refleje su capacidad contributiva, puede ser correcto tratándose de impuestos, pero no de derechos, respecto de los cuales debe tenerse en cuenta ordinariamente el costo que para el Estado tenga la ejecución del servicio; y que la correspondencia entre ambos términos no debe entenderse como en derecho privado, de manera que el precio corresponda exactamente al valor del servicio prestado, pues los servicios públicos se organizan en función del interés general y sólo secundariamente en el de los particulares...”

Así como la Tesis aislada localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Séptima Época, Registro: 232607, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Volumen 121-126, Primera Parte, Materia(s): Administrativa, Página: 61, que dice:

“DERECHOS EXORBITANTES. CARGA DE LA PRUEBA. Un derecho fiscal es exorbitante, cuando el monto de su cobro, comparado con el servicio que proporciona el Estado como contraprestación, sea evidentemente excesivo; tal monto de la cuota se determina con base en el costo que para el Estado tenga la ejecución del servicio. Sentado lo anterior, conviene precisar que en aquellos casos en que se afirme que el cobro de derechos es exorbitante, es indispensable que el promovente del amparo, a quien obviamente corresponde la carga de la prueba, demuestra su aserto, ya que de lo contrario, la autoridad judicial, encargada de resolver el juicio de garantías, no estará en aptitud de declarar que existe desproporción entre el servicio y la cuota, no siendo suficiente, por lo tanto, la mera afirmación que el quejoso pronuncie en este sentido...”

[Énfasis añadido]

Cabe destacar que el procedimiento para otorgar el refrendo de las licencias de funcionamiento, está previsto en los artículos 31, 32 y 33 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, que textualmente dicen:  

“ARTICULO 31°.- Las licencias tendrán una vigencia correspondiente al año fiscal, debiendo ser refrendadas anualmente durante el mes de enero de cada ejercicio. Tendrán el carácter de revocables y podrán cancelarse en cualquier tiempo por la violación de las disposiciones del presente Reglamento, por renuncia, traspaso o cesión que hicieren sus titulares.”
“ARTICULO 32°.- Los titulares deberán de llenar la solicitud que proporciona el Departamento, para el refrendo dentro del término indicado en el numeral que precede, y para obtener la validación de la licencia, se requiere que se continúen cumpliendo los requisitos y condiciones señaladas por el Artículo 21 y demás normatividad del presente Reglamento.
Además, de no detentar adeudo alguno con la Tesorería Municipal, respecto a falta de pago de derechos de autorizaciones anteriores, infracciones, multas, derivados de la actividad comercial.”
“ARTICULO 33°.- Reunidos los requisitos y formalidades que establece el presente Reglamento, se refrendara la Licencia de Funcionamiento al interesado, quien previamente deberá de cubrir los derechos correspondientes que prescriba la Ley de Ingresos para el Municipio de San Luis Potosí, exhibiendo el recibo oficial del pago respectivo.”
De lo que se advierte que las licencias de funcionamiento tendrán una vigencia de un año, debiendo ser refrendadas en el mes de enero de cada ejercicio; que para su renovación se requiere que los titulares llenen la solicitud en el mes de enero y continúen cumpliendo con los requisitos y condiciones señaladas en el artículo 21 del mismo ordenamiento legal, esto es, los requisitos para obtener una Licencia de Funcionamiento; que no tengan adeudos con la Tesorería Municipal respecto a falta de pago de derechos de autorizaciones anteriores, infracciones, multas, derivados de la actividad comercial; que reunidos los requisitos y formalidades establecidos, se refrendará la Licencia de Funcionamiento, debiendo previamente cubrir los derechos que prescriba la Ley de Ingresos para el Municipio de San Luis Potosí, y exhiba el recibo oficial del pago respectivo.
En ese sentido, los actos a realizar por la Dirección de Comercio, previo a determinar el pago por el servicio de refrendo, deben estar apegados al procedimiento establecido en los numerales en comento, y el cobro por el servicio otorgado debe ser en concordancia con lo que establezca la Ley de Ingresos para el Municipio de San Luis Potosí, para el otorgamiento de una Licencia de Funcionamiento como la que fue otorgada a la empresa actora, y de la cual solicita su refrendo, ello en razón de que, como se ha señalado, el artículo 32 de la Ley en cita, no faculta a la autoridad a asignar a su arbitrio el cobro por el servicio de refrendo, pues establece que para los comercios con una clasificación superior a la de bajo impacto significativo, se cobrará en función al gasto que implique al Ayuntamiento la prestación por el servicio de refrendo; y toda vez que los actos que implica realizar al Ayuntamiento consisten en, revisar que se continúe cumpliendo con los requisitos y condiciones señaladas en el artículo 21 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, y que no tengan adeudos con la Tesorería Municipal, derivados de licencia de funcionamiento, son éstos los que en determinado momento generarían un gasto al Ayuntamiento.
Ahora bien, si para el refrendo de la licencia se requiere cumplir con los mismos requisitos establecidos para que le fuera inicialmente otorgada la licencia de funcionamiento, para determinar el cobro del refrendo debe considerarse la tarifa establecida para la expedición de las licencias de funcionamiento como la que nos ocupa, la cual para el ejercicio Fiscal 2018, se encuentra prevista en el artículo 21 fracción III, inciso c), número 3 de la Ley Ingresos en cita, que establece la tarifa aplicable por la expedición de la Licencia de uso de suelo para obtener la licencia de funcionamiento de la actividad comercial de estacionamientos públicos, la cual si bien se refiere como Licencia de uso de suelo para obtener la licencia de funcionamiento, corresponde a la licencia de funcionamiento, pues se trata de un mismo acto, en el que se otorgan ambas licencias. 

Por lo que le asiste la razón a la empresa actora, al señalar que la determinación del cobro de los derechos por referendo de la licencia de funcionamiento de que se duele en este juicio de nulidad, resulta violatoria de los principios de equidad y proporcionalidad, contenidos en los artículos 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 19 fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, así como de las garantías de legalidad y seguridad jurídica.
Es menester señalar, que la autoridad demandada, Dirección General de Comercio, al momento de producir su contestación de demanda refiere medularmente, que el acto impugnado no fue emitido por esa Dirección General de Comercio, y que los hechos contenidos en la demanda no son del conocimiento de la citada Dirección Municipal; sin que le asista la razón a esta demandada, pues de las constancias que obran en autos consistentes en: oficio número ********** y**********formato único ********** visibles en fojas 32, 33 y 41 del sumario, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se advierte que fueron generados por la Dirección General de Comercio, y aunque no se encuentren firmados por el titular o encargado de la citada Dirección, al ser expedidos por un órgano dependiente de la misma en el desempeño de sus funciones, como en el caso se trata del oficio número ********** signado por el Jefe de Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, sí son atribuibles a la Dirección General de Comercio y no puede aducir desconocimiento de tales actos, ello de conformidad con las atribuciones que corresponden a la citada Dirección, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 163 fracciones II, IX y X del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí 1º, 2º, 3º fracciones VII, VIII y X, 4º fracciones V y VII, 9º fracciones IV y IX, 11 fracción VII, 31, 32 Y 33 del Reglamento para el Ejercicio de Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí.
Por su parte, el Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad dependiente de la Dirección General de Comercio, en su escrito de contestación señala que en el acto impugnado se encuentra apegado a la legalidad, que cumple con las formalidades y principios de legalidad y seguridad jurídica, que en ningún momento transgrede los derechos fundamentales de la parte actora, y que en dicho documento le informó a la empresa actora los motivos que la Autoridad Fiscalizadora Municipal estimó para determinar la cantidad a pagar por concepto de derechos del refrendo solicitado, contenidos en el documento electrónico número ********** que no fue emitido por la Dirección General de Comercio Municipal.
Sin que le asista la razón a esta autoridad demandada, pues como se ha venido señalando, el oficio número ********** de fecha 16 de marzo de 2018 que constituye el acto impugnado, incumple con las garantías de legalidad y seguridad jurídica, por carecer de la debida fundamentación y motivación que todo acto administrativo debe contener; y el formato único ********** Año de renovación 2018, de fecha 17 de enero de 2018, a nombre del establecimiento ********** sí fue generado por la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Respecto a lo que refiere, de que en el oficio impugnado le informó a la empresa solicitante los motivos que tuvo la Tesorería Municipal para determinar la cantidad del pago por los derechos respectivos, se advierte que esta autoridad pretende mejorar la motivación del acto impugnado, pues en el contenido del mismo no se advierte que haga referencia a que fue la autoridad municipal fiscalizadora quien determinó la cantidad a cubrir por los citados derechos, como ahora lo señala en la contestación de la demanda; sin que la motivación que refiere resulte válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido, pues los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros.
En cuanto a lo que señala, de que la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue la autoridad que determinó la cantidad a pagar por concepto de Derechos de Refrendo de la Licencia de Funcionamiento y de Uso de Suelo contenida en el documento electrónico número ********** y que por ello el citado documento no fue emitido por la Dirección General de Comercio y no es materia de la litis de este procedimiento; a ese respecto, se debe destacar que el documento electrónico número ********** visible en fojas 41 del sumario, es un formato que fue generado por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento Municipal, no así por la Tesorería Municipal como refiere esta autoridad demandada; máxime que la propia Tesorería Municipal atribuye la determinación del costo del servicio de referencia a la Dirección de Comercio Municipal, sin que obre en este procedimiento prueba alguna que acredite que la cantidad a pagar por concepto de derechos por el servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento solicitado por la empresa actora, haya sido determinada por la Tesorería Municipal.
En ese sentido, el diverso demandado Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al producir su contestación de demanda, visible en fojas 141 a 144 de los autos, señaló que no fue la Tesorería Municipal quien determinó el costo de la prestación del servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento, sino la Dirección de Comercio Municipal, con base en las atribuciones regladas en el marco de aplicación de su ámbito de competencia, contenidas en los artículos 163 fracciones II, V, IX y X del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, 1º, 2º, 3º fracción IX, 31, 32 y 33 del Reglamento para el Ejercicio de Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, apartado 3.2.12. del Manual General de Organización del Ayuntamiento de San Luis Potosí; precisando que fue el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios de la Dirección de Comercio, quien a su consideración argumentó que el costo del refrendo de la licencia de funcionamiento se regirá bajo el supuesto del artículo 32, párrafo segundo de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí; que por ello fue la Dirección de Comercio quien determinó darle un sentido interpretativo al costo que le implique la contraprestación del servicio, conforme al segundo párrafo del numeral en mención; y, que la Tesorería Municipal únicamente tiene participación en la recepción del pago por la autorización de la licencia respectiva, pero que no determinó el costo a pagar por el servicio de referendo. 
Lo anterior corrobora que la cantidad a pagar por concepto de derechos por el servicio de Refrendo de la Licencia de Funcionamiento solicitado por la empresa actora, fue determinada por la Dirección General de Comercio demandada. 
En tal virtud, el oficio número ********** de fechas 16 de marzo de 2018, que constituye el acto impugnado, no cumple con los requisitos de legalidad contenidos en los artículos 164 fracción V y 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con los numerales 31, 32 y 33 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, lo que deriva en indebida fundamentación y motivación, así como en violaciones a las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en el párrafo primero del artículo 16 de la Constitución Federal; en ese orden de ideas, le asiste razón a la promovente para decretar la nulidad del acto impugnado. Sirven de apoyo a lo anterior, las siguientes Jurisprudencias:

Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43. 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

Novena Época,  Registro: 170307,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVII, Febrero de 2008, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Página:  1964 que refiere: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección.  Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente.  La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

Por tanto, resulta ilegal el cobro por derechos de Referendo de la Licencia de Funcionamiento, contenido en el Formato Único número ********** Año de renovación 2018, de fecha 17 de enero de 2018, generado por la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, a nombre del establecimiento ********** al violar el principio de equidad y proporcionalidad, contenidos en los artículos 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 19 fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio número ********** de fechas 16 de marzo de 2018, así como del Formato Único número ********** de fecha 17 de enero de 2018 en el que se determina el cobro por derechos de referendo de la Licencia de Funcionamiento, por consecuencia, también procede decretar la NULIDAD de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno. 

En el entendido de que subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de determinar el costo de los derechos por el Referendo de la Licencia de Funcionamiento que le fue solicitada por la empresa actora, pues de otra manera se dejaría sin respuesta la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados, se ordena a las autoridades demandadas:

1.- Emitir un nuevo formato de solicitud de renovación de licencia de funcionamiento en el que se contenga la determinación del costo de los derechos por la prestación del servicio de refrendo de la licencia de funcionamiento, el que deberá ser proporcional y equitativo, ajustándose a lo previsto en los artículos 31, 32 y 33 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, y numeral 21 fracción III, inciso c), número 3 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal del Año 2018.
2.- Emitir un nuevo oficio en el que se precise de manera fundada y motivada las causas que se tomaron en consideración para determinar el monto a pagar por este servicio, especificando en su caso los motivos por los qué, el trámite de refrendo de la licencia de funcionamiento solicitado por la empresa actora, se ubica en el supuesto contenido en el segundo párrafo del artículo 32 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, para el Ejercicio Fiscal 2018, señalando las acciones que impliquen un gasto para el Ayuntamiento por la prestación por el servicio de refrendo, y el monto determinado para cada una de ellas. 
En consecuencia, queda sin materia la fianza exhibida por la parte actora, a fin de que surtiera efectos la suspensión de los actos impugnados en este juicio de nulidad, ello en razón de que en esta sentencia se ha decretado la nulidad de dichos actos, por lo que se autoriza la cancelación de la póliza de fianza No. ********** expedida por Afianzadora Sofimex, S.A. de C.V., por la cantidad de ********** la cual fue recibida en la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, el 20 de junio de dos mil dieciocho, según consta en fojas 92 de este expediente, y se ordena a la autoridad demandada devolver a la parte actora el original de la citada póliza, para los trámites que a esta parte convenga.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en cuanto concierne a la autoridad demandada, Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., de acuerdo a los razonamientos vertidos en el considerando Cuarto de esta sentencia
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
